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INTRODUCCIÓN 
 

El Preámbulo de la Constitución española de 1978 (CE) 

introdujo literalmente el ideal de progreso en la dimensión 

económica y cultural de la vida en sociedad. Con ello, se plasmó la 

noción de humanismo de Tierno Galván, para quien la sociedad 

políticamente organizada, debía luchar por el mejoramiento de la 

especie, considerado como un proceso de mejoramiento 

permanente, cuestión que se ve reforzada en la idea de sociedad 

democrática avanzada y de los mandatos de consolidación y 

fortalecimiento a los que se aluden en el mismo Preámbulo y que 

se incorporan sistemáticamente a lo largo del texto constitucional.  

La concepción de progreso plasmada en la CE alude a un 

ideal inherente a la vida del ser humano y la sociedad, puesto que 

busca posibilitar el perfeccionamiento permanente abandonando 

con ello la idea hegeliana de un progreso concebido como sistema 

cerrado en su fin. Así entonces, no es de extrañar que la noción de 

progreso se incorporara en la Carta de 1978, pues esta ha sido una 

constante en el devenir del pensamiento occidental, sobre la cual se 

inspiran las teorías y los movimientos que han alentado 

permanentemente la cuestión social. De este modo se configura un 

concepto polivalente, que busca el avance en el ejercicio de las 

libertades individuales y, con esto, permitir el más amplio 

desarrollo de la personalidad del individuo, a través de la 

supresión de las posibles trabas que puedan limitarlos; de ahí que 
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el potencial de progreso de una sociedad estaría dado por el grado 

de libertad con el que goza cada pueblo o nación. 

Sin embargo, si bien el ideal de progreso resulta de una 

visión occidental ampliamente compartida, la fórmula para 

propiciarlo no resulta del todo pacífica. Los liberales clásicos han 

entendido que el progreso se produce de manera natural, puesto 

que se trata de un proceso inexorable y espontáneo, que se genera 

sin la intervención del Estado; de ahí su defensa del laissez fair del 

Estado. A su vez, para el socialismo democrático, para alcanzar el 

progreso se requiere de una activa intervención pública; por lo que, 

si bien se trata de un ideal deseable, no sería seguro de alcanzarlo 

per se.  

Uno de los sellos que tuvo el consenso constitucional de 1978 

fue la apertura internacional para aprobar y ratificar los tratados 

internacionales y, de manera especial, hacia su integración en el 

espacio europeo. En ese sentido, el constituyente español abrazó la 

idea de progreso que había sido profusamente desarrollada a partir 

de la noción de progresividad de los derechos sociales, 

materializada en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (PIDESC), respecto del cual, no obstante 

reconocerlo como un ideal permanente y evolutivo al que deben 

aspirar las naciones, reconoce igualmente ab initio la existencia de 

condicionantes (preferentemente económicas), para alcanzar la 

plena realización de los derechos económicos, sociales, y culturales. 

De modo que se asume que, si bien no podrán lograrse en un 
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período corto de tiempo, se trataría de un mandato flexible, pero 

que obliga a “moverse lo más rápido posible”.  

De la noción de progreso, surge entonces un mandato de 

progresividad, de no reversibilidad (irreversibilidad) de los niveles 

de protección de los derechos sociales, es decir, de no adoptar 

políticas y medidas que constituyan desmedro de los niveles de 

protección de éstos o bien del nivel de goce alcanzado. 

Desde sus orígenes, aquellas formas adoptadas en que el 

Estado tiene un rol activo para alcanzar la finalidad de igualdad 

material de la comunidad han sido señaladas permanentemente 

como fórmulas “en crisis”. Con ello, se reafirma que la cuestión 

social es un concepto sociológico móvil que evoluciona e irrumpe 

con constancia en la política, mientras genera quiebres o momentos 

constitucionales cuando la velocidad de cambio social va por 

delante de la materialización de la idea de progreso. De ahí que la 

noción de Estado Social está necesariamente ligada a la de 

democracia y progreso.  

Por lo tanto, la idea de crisis resulta consustancial a la idea de 

cuestión social. Se trata entonces de una tensión permanente entre 

necesidades y expectativas por un lado y satisfacción de estas por 

otro, en donde todos los elementos mutan permanentemente y la 

disponibilidad de recursos será siempre relativa. 

Asimismo, en cuanto a la gestión de los recursos públicos, no 

habrá consensos ni para los tiempos “normales” ni para los de 

crisis, pues mientras para la equivalencia ricardiana el mejor gasto 
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público será el que es equilibrado a los ingresos, para Keynes, en 

los momentos de recesión o depresión, el Gobierno tendrá el poder 

y la obligación de ejecutar políticas de expansión del gasto público 

para compensar la caída de la demanda. La anterior discusión no 

es baladí, pues el Estado Social y Democrático de Derecho establece 

un rol activo de los poderes públicos respecto del funcionamiento 

de la economía: la satisfacción de necesidades públicas, la 

redistribución de la riqueza y, con ello, la generación de las 

condiciones para la consecución de la libertad y la igualdad 

material de los individuos. 

A diferencia de la idea de justicia conmutativa que inspiraba 

al Estado liberal, el Estado Social establece sus bases en la 

concepción de justicia distributiva; con lo que se da paso de un 

Estado legislador a un Estado gestor, proceso denominado como la 

administrativización del Estado. En este contexto, ya no bastaría 

con el reconocimiento de los derechos individuales del Estado 

liberal clásico, sino que sería menester incorporar la idea de vínculo 

social en los poderes públicos.  

A partir de la primera década del siglo XXI, ha sobrevenido 

una crisis económica intensa y duradera que ha mantenido, en 

occidente, una contracción de la actividad productiva y del empleo 

en todos los niveles. Con ello, se han reducido las bases imponibles 

de los sistemas de recaudación y, consecuencialmente, los 

presupuestos públicos. Lo anterior ha generado la reducción de la 

capacidad del Estado para generar las condiciones que aseguren la 
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real y efectiva libertad e igualdad material de los individuos y 

grupos. 

El Estado Social y Democrático de Derecho que consagra la 

constitución de 1978 convive con un consenso indiscutido frente a 

su apertura internacional hacia los tratados internacionales y, de 

manera especial, hacia su integración en Europa; consensos 

constitucionales que se han reafirmado, no siempre sin críticas, lo 

que se evidencia en que las únicas dos reformas constitucionales 

han surgido a partir de requerimientos para la integración regional 

de España en la Unión Europea. 

Problema planteado 

El PIDESC estableció como corolario la obligación de los 

Estados de avanzar progresivamente en el reconocimiento y la 

protección del nivel de goce de los derechos reconocidos en el 

propio Pacto, al tiempo que asumió su neutralidad respecto a 

cualquier modelo político y económico que establezca cada Estado. 

Al respecto, declaró el condicionamiento de la efectividad de los 

derechos reconocidos en el Pacto, a la disponibilidad de los 

recursos, señalando en todo caso que los Estados deberán destinar 

el máximo de recursos disponibles. La consideración a 

circunstancias extraordinarias que entorpezcan la implementación 

y reconocimiento y protección de los derechos del Pacto no se 

queda ahí; ya que a través de su órgano permanente, el Comité de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC), se enfatiza 
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que las situaciones extraordinarias no serán argumento suficiente 

para la adopción de medidas regresivas.  

En Europa, la crisis económica de 2008 significó acelerar una 

política monetaria surgida con el Tratado de Maastricht y que 

desembocó en el Pacto de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza 

(PECG), lo que generó una tensión adicional al dilema de cómo 

conseguir un equilibrio entre gastos e ingresos, sin sacrificar el 

nivel de bienestar que surge del establecimiento de un Estado 

Social. 

La CE estableció, ab initio, criterios orientadores en materia 

de gasto público para los poderes públicos1, al señalar en su artículo 

31.2 que “El gasto público realizará una asignación equitativa de los 

recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los 

criterios de eficiencia y economía”. 

 Con lo anterior, se busca la consecución del principio de 

igualdad material establecido en al artículo 9.2 CE y alcanzar la 

efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales. 

Empero, la constitucionalización del principio de estabilidad 

presupuestaria ha significado un nuevo aliento en la 

argumentación de aquellos que ven en estas fórmulas de restricción 

presupuestaria una afectación directa del Estado Social y a los 

 

1 Para el Tribunal Constitucional, “la noción constitucional de poderes públicos sirve, 
por tanto, como concepto genérico que incluye a todos aquellos entes y órganos que 
ejercen un poder de imperio derivado de la soberanía del Estado” (Auto Tribunal 
Constitucional, ATC 13/1980 de 24 de septiembre). 
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derechos prestacionales. 

Si bien la incorporación del principio de estabilidad 

presupuestaria se materializa en el 20012, es con su reconocimiento 

constitucional que se abre el debate respecto a las tensiones entre el 

Estado social que consagra la carta de 1978 y las restricción, 

también de nivel constitucional, que importaría el nuevo artículo 

135 CE que “Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus 

actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria. 2. El Estado 

y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit 

estructural que supere los márgenes establecidos, en su caso, por la 

Unión Europea para sus Estados miembros (…)”. 

Sin embargo, la dificultad radica en que, si bien el PIDESC 

reconoce que puedan existir circunstancias que puedan justificar 

medidas regresivas, así como  el PECG y en el artículo 135.4 de la 

CE, reconocen también la posibilidad de circunstancias 

excepcionales que habilitan a suspender las reglas de equilibrio 

presupuestario Todas estas fórmulas extraordinarias están 

concebidas con carácter temporal, por lo que la prolongación e 

instalación, ya de manera crónica de las crisis económicas y la 

profundidad de las medidas promovidas en el contexto europeo, 

adoptadas por los Estados, obliga a releer el alcance de la 

 

2 Ley 18/2001, de 12 de noviembre, de estabilidad presupuestaria, y la Ley Orgánica 

5/2001, de 13 de diciembre, complementaria de la anterior. Ambas normas encuentran 
su antecedente político y jurídico en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento acordado 
en el Tratado de Ámsterdam en junio de 1997 
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obligación sobre la progresividad de los derechos sociales en el 

Estado Social. 

La presente propuesta de investigación se basa sobre ciertas 

premisas o enunciados que permiten orientar los desafíos del 

trabajo; a saber: 

a) En la idea de Estado Social, está inmerso el progreso social 

como proceso permanente en busca del bienestar y la calidad 

de vida de los individuos en comunidad.  

b) El Estado Social y los derechos sociales presuponen la 

existencia de un Estado con un rol activo en orden a generar 

las condiciones para alcanzar la igualdad material de los 

individuos, para lo cual es necesaria la generación de 

disponibilidad de recursos que habiliten la función 

redistributiva del Estado, presupuesto necesario tanto para la 

idea de progresividad y efectividad de los derechos sociales 

como respecto del mantenimiento del nivel de goce ya 

alcanzado.  

c) Es posible releer el alcance de las ideas de progresividad 

(irreversibilidad), por lo que se debe considerar la eficiencia 

del uso de los recursos públicos, la sostenibilidad social y 

económica.  
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Objetivos de la investigación 

Como objetivo general la investigación busca determinar el 

alcance de la relación entre la disponibilidad de recursos como 

condicionamiento del Estado Social y la progresiva y plena 

efectividad de los derechos sociales. Como objetivos específicos,  

anotamos el analizar la evolución del Estado Social y la realización 

efectiva de sus fines en relación con la disponibilidad de recursos. 

En segundo termino, buscamos identificar las tensiones que 

presenta la exigencia de progresividad de los derechos sociales en 

el Estado Social, a la luz de las medidas adoptadas a partir de las 

crisis económicas y, finalmente, proponer la eficiencia y 

sostenibilidad como criterios orientadores de la noción de 

progresividad en el Estado Social. 

La elección del tema resulta de interés personal, pues tanto 

en Chile como en el resto de los países de la región, la 

disponibilidad presupuestaria ha abierto la posibilidad al avance 

en el reconocimiento de los derechos sociales, frente a lo cual, no 

son pocas las voces que arguyen el fantasma de las crisis o de la 

precariedad de las finanzas públicas como justificación para no 

avanzar con mayores niveles de reconocimiento y protección.  

La experiencia a partir de la crisis económica de Europa; el 

reconocimiento constitucional del principio de estabilidad 

presupuestaria; las medidas adoptadas y las valoraciones sobre 

ellas recaídas, constituirán, sin duda, derroteros ineludibles en el 

despliegue de los derechos sociales en los Estados 
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latinoamericanos, todavía rezagados respecto al efectivo goce de 

los derechos sociales.  

El trabajo se fundamenta  en el estudio normativo, 

jurisprudencial y doctrinario del objeto de la investigación, en el 

que se considera, en lo pertinente, el sistema de fuentes normativas 

y jurisprudencia existente en el sistema de Naciones Unidas y 

Europeo, como asimismo la normativa y jurisprudencia 

constitucional española y demás Estados europeos que han servido 

de antecedente al diseño constitucional de la carta de 1978.  

No obstante, la revisión internacional que debe orientar el 

análisis, la investigación tiene un enfoque constitucional que, bajo 

una metodología de sistematización, permite ordenar la normativa, 

la jurisprudencia en sus distintos niveles, y la doctrina que 

contextualicen adecuadamente la efectividad de los derechos 

sociales. De igual manera, el trabajo busca incorporar elementos 

propositivos o de lege ferenda, que en el caso de estudio, puedan 

importar cambios en los criterios de interpretación o la 

consideración de nuevos criterios de hermenéutica a partir del 

análisis previo.  

La dimensión objetiva de los derechos sociales como enfoque 
del contenido del trabajo 

Tanto en la doctrina como en la jurisprudencia constitucional 

española existe un reconocimiento a una doble dimesión en torno 
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a los derechos fundamentales3 Por una parte, derechos 

fundamentales como derechos subjetivos, esto es como relaciones 

jurídicas y, por otra, como principios objetivos que se proyectan 

tanto sobre el resto de derechos fundamentales como sobre el 

ordenamiento jurídico en sentido amplio.  

Con un enfoque en  esta segunda dimensión desarrollaremos 

nuestra investigación, entendiendo que los derechos 

fundamentales se configuran como un marco de convivencia 

humana, justa y pacífica, plasmada en la cláusula del Estado Social 

y democrático de Derecho4. 

Siguiendo a GAVARA DE CARA, este doble carácter 

encuentra su fundamento en el reconocimiento de que los derechos 

sociales, más allá de su carácter subjetivo, regulan cuestiones 

determinantes del orden social, esto es, que importan intereses y 

bienes jurídicos socialmente protegidos. A partir de ello, esta 

dimension objetiva debe integrar la necesidad y posibilidad y 

necesidad de que el Estado reglamente las  interacciones sociales 

dentro de los límites que establece la constitución, reconociendo al 

mismo tiempo ambitos de libertad que permitan la 

autodeterminación de los individuos. 

Esta proyección objetiva de los derechos fundamentales es 

un reconocimiento de la inexsistencia unívoca del sentido 

 

3 STC 25/1981, FJ 5. 
4 GAVARA DE CARA, Juan Carlos, La proyección interna de la dimensión objetiva de 
los derechos fundamentales: el art. 10.1 CE, Bosch Editor, Barcelona, 2011, p. 12  
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prescriptivo del derecho fundamental, por lo que resultará 

necesario una incorporación o agregación de desarrollo normativo 

o interpretaciones cualificadas en torno a él. 

El desarrollo de la noción de los derechos fundamentales 

como principios objetivos encuentra su orígen en alemania, 

doctrina en la cual Smend introdujo la idea de Constitución como 

sistema de valores de carácter cultural5, cuestión que se plasmó 

posteriormente en la ley fundamental de Bonn6 y que se replicó en 

lo que desarrollaremos posteriormente como el normavistismo de 

los valores. 

 Los textos del constitucionalismo social de la segunda 

postguerra, y en particular la constitución española de 1978, 

establecen una serie de valores y principios que se proyectan de 

forma objetiva sobre todos los derechos fundamentales y que 

también se articulan como criterios de interpretación e integración 

respecto de los derechos fundamentales. 

Para ALEXY, el carácter jurídico de los derechos 

fundamentales como principios objetivos, implica que se realice su 

contenido en la mayor medida de lo posible, dentro de las 

posibilidades jurídicas y fácticas, confirmando con ello la 

posibilidad de realización y diferencia de cada derecho, 

 

5 Al respecto, véase SMEND, Rudolf, Constitución y Derecho Constitucional, CEC, 

Madrid, 1985. 
6 Para un análisis comparativo véase HÄBERLE, Peter, “La protección constitucional 
y universal de los bienes culturales: un análisis comparativo”, Revista Española de 
Derecho Constitucional, Nº 54, 1998. 
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reconociendo que ella podría estar condicionada a otros factores de 

contexto7. 

 Siguiendo los objetivos trazados para este trabajo, hemos 

estructurado el mismo en tres partes y seis capítulos. La primera 

parte, intitulada El Estado como condición de los derechos sociales, se 

centrará en la revisión del proceso de construcción del Estado 

Social, recogiendo las aportaciones del Estado liberal de Derecho 

en la experiencia del derecho continental europeo. El capitulo 

primero recorre el rol que han detentado el Estado y los derechos 

fundamentales desde el proceso de configuación del Estado liberal 

de Derecho y hasta la irrupción de la cuestión social, como acicate 

del surguimiento del Estado Social, revisando las experiencias de 

constitucionalización del mismo, que han servido de referente para 

el trabajo constituyente español.  

 Con especial atención revisamos el fenómeno de 

normativización de los valores en el constitucionalismo social de la 

posguerra y las fórmulas utilizadas en la experiencia europea 

comparada respecto a la incorporación de cláusulas de estado 

social, declaración de valores constitucionales y establecimiento de 

catálogos de derechos sociales. (Francia, Italia, Alemania y 

Portugal).   

 

7 ALEXY, Robert; Teoría de los derechos fundamentales, CEC, Madrid, 1997, p. 86. Sobre 
la teoría principialista de Alexy, puede verse además SIECKMANN, J-R., “Los 

derechos fundamentales como principios”, en SIECKMANN, J-R., (ed.) La teoría 
principialista de los derechos fundamentales. Estudios sobre la teoría de los derechos 
fundamentales de Robert Alexy, Marcial Pons, Madrid, 2011, pp. 29 y ss. 
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 El capítulo revisa la transformación en el rol del Estado en el 

Estado Social, ya tanto en su actividad recaudadora y 

redistribuidora y de su responsabilidad frente a la función 

prestacional que le asigna el mandato de igualdad material del 

constitucionalismo social. En la revisión de esa función 

prestacional, revisamos la noción de nececidad humana y la 

procura existencial como fin del Estado.   

Resulta imposible no detenerse en el análisis de la igualdad 

material como garantía del sistema democrático y como en ella se 

reconoce la solidaridad como principio fundante del Estado Social.  

A partir de la experiencia e influencia de la doctrina alemana, el rol 

del Estado reconoce ciertas limitaciones facticas, como son las 

condicionantes económicas las que han sido sistematizadas por la 

doctrina bajo la idea de la reserva de lo posible y la noción de los 

mínimos existenciales.  

 La segunda parte de la tesis, intitulada El progreso permanente 

como fundamentos de los derechos sociales aborda el devenir de la idea 

de progreso como elemento estructurante del Estado Social y de los 

derechos sociales como elemento articulador del mismo. El 

Capitulo tercero revisa el alcance de la cláusula de Estado Social en 

la Constitución española y, a partir de ella de los valores superiores 

del constitucionalismo social y democrático. En ese mismo, orden, 

revisaremos el rol de los poderes publicos frente al mandato de rol 

prestacional que asegure la igualdad material de los ciudadanos. 

Que duda cabe que la Constitución Española tiene una clara 
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vocación de apertura internacional, tanto por el proceso de 

integración europeo al cual aspiraba al momento de su génesis, 

como respecto de la recepción de los tratados internacionales de 

derechos humanos. Es por ello que el capítulo cuarto revisa el 

desarrollo del proceso de integración europea, en su evolución 

desde la Europa de los mercados hacia la Europa Social, tránsito en 

el que junto a los criterios de estabilidad económica y 

presupuestaria se van incorporando nociones de progreso y 

sostenibilidad,  como objetivos de la Unión.  

En este devenir, se va configurando el sistema multinivel ya 

no tan solo en el mercado interior sino además de un sistema de 

protección de derechos fundamentales que desembocan en 

obligaciones positivas para los Estados, respecto de los cuales, si 

bien existe un margen de apreciación, deben garantizar ciertos 

niveles mínimos de bienestar.  

La tercera parte del trabajo, intitulada la Conveniencia de 

ausencia de retrocesos en el estado Español revisa en su capítulo quinto 

la noción de progreso del diseño constitucional de 1978 como 

dimesión positiva del mandato de mejora continua de una 

democracia avanzada y en su vertiente negativa, la irreversibilidad 

como límite constitucional a la actividad de los poderes públicos.  

Ya anticipabamos que la apertura internacional de la carta 

española significó la recepción (art. 10.2 CE) de los mandatos de 

progresividad tanto de los derechos civiles y políticos (PIDCP) 

como de los derechos económicos, sociales y culturales (PIDESC), 
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como asimismo las derivadas del sistema europeo.  

El capitulo sexto, aborda el planteamiento central de esta 

tesis, respecto a considerar que, en la constitucionalización del 

principio de estabilidad presupuestaria se reconoce igualmente, al 

mismo nivel, la noción de  sostenibilidad financiera como criterio 

general de programación pública,  el que se adiciona al criterio 

constitucional de eficiencia y economía (Art. 31 CE).   

A partir del reconocimiento constitucional de la 

sostenibilidad se debe vincular el desafío de la redistribución de los 

recursos públicos, respecto de la progresiva efectividad de los 

derechos sociales y que esa efectividad debe considerar el 

resguardo de la realización de los derechos sociales para la 

generación presente como para la futura, para lo cual revisamos el 

paradigma de la solidaridad, justicia y equidad inergeneracional, 

tanto en la experiencia internacional como en su recepción en el 

ordenamiento español. 

 Finalmente, el capitulo septimo aborda la buena gestión de 

los poderes públicos como oportunidad de progresividad de los 

derechos sociales.  

A partir de la revisión de lo políticamente posible y del 

mejoramiento de regulatorio en sentido amplio es posible que una 

buena administración del Estado garantice el cumplimiento de sus 

fines constitucionales, en donde ya no basta una lectura 

unicamente normativa de los mandatos constitucionales sino que 

es necesario integrar, a partir de ese enfoque objetivo de los 
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derechos sociales, los valores que infunden el estado Social y 

democrático de Derecho que consagra la constitución de 1978.  

además debe estimarse como canon de interpretación 

constitucional, y por ende vinculante para los tribunales y el 

gobierno, los cuales están obligados a interpretar y aplicar las 

normas jurídicas “conforme al Estado social”8. Esto se aplica no 

solo a la interpretación de la Constitución o de los derechos 

fundamentales, sino a todo el sistema jurídico nacional. 

CONCLUSIONES 
 

En 1850, LORENZ VON STEIN, a quien se le atribuye la idea 

de Estado Social, escribía que había terminado la época de las 

revoluciones y de las reformas políticas para comenzar las 

revoluciones y las reformas sociales, señalando que solo una teoría 

y una praxis políticas conscientes de este hecho podrán enfrentar 

con éxito el porvenir.  

Cuando la Ley Fundamental de Bonn conmemoró sus 50 años, 

Peter HÄBERLE reafirmó su Teoría de la Constitución como ciencia 

de la cultura e introdujo una dimensión temporal en las categorías 

del análisis del Estado constitucional, enfatizando que el Estado 

Constitucional “vive en el curso del tiempo” y, a partir de esa idea 

arribó a la dialéctica entre estática y dinámica, entre conservación 

y cambio.  

 

8 Ibíd. 
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Esta noción temporal se construye con base en la experiencia 

histórica por un lado y del momento constituyente por otro, 

confluyendo la suma de experiencias propias que el constituyente 

considera para el diseño y el contenido institucional, así como las 

demandas y las expectativas sociales en dicho momento.  

No es fortuito que HESSE, quien acuñó la noción 

constitucional de irregresividad de los derechos fundamentales, 

instalara la tensión entre el condicionamiento mutuo entre lo que 

denominó la “Constitución real” y la “Constitución jurídica”, 

señalando la necesidad de una adaptación inteligente a las 

circunstancias” por parte de la constitución jurídica y en 

convertirse en una fuerza actuante sobre la constitución real. 

A partir de estas ideas de evolución, progreso y relectura 

constitucional, al inicio del presente trabajo se propuso una serie de 

premisas que guiarían esta investigación. En primer lugar, que en 

la idea de Estado social está inmerso el progreso social como proceso 

permanente en busca del bienestar y de la calidad de vida de los individuos 

en comunidad. En la segunda premisa se sostuvo que el Estado Social 

y los derechos sociales presuponen la existencia de un Estado con un rol 

activo en orden a generar las condiciones para alcanzar la igualdad 

material de los individuos, para lo cual es necesaria la generación de 

disponibilidad de recursos que habiliten la función redistributiva del 

Estado, presupuesto tanto para la idea de efectividad progresiva de estos 

como de la mantención del nivel de goce ya alcanzado. Como premisa 

final se planteó que es posible releer que en la noción de progresividad 
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de los derechos sociales se debe considerar como parte de ella la 

sostenibilidad social y económica. 

 

Del Capítulo I  

 

PRIMERA. Si bien el constitucionalismo liberal proclamó la 

libertad y la igualdad de los individuos, la perspectiva 

individualista que las otorgaba resultó insuficiente para las 

pretensiones que se fueron erigiendo respecto de una igualdad 

material que permitiera la participación efectiva de todos los 

ciudadanos.  

La crisis que instaló la cuestión social en el Estado liberal de 

Derecho derivó en dotar a este último de nuevo contenido social y 

económico, lo que dio cuenta de un tránsito de la igualdad formal 

a una igualdad material, elemento que se erigió como fin de los 

poderes públicos, vinculando al Estado con las necesidades y las 

aspiraciones colectivas, teniendo como punto de partida la 

dignidad como condición para el ejercicio de las libertades de los 

seres humanos, a través de la corrección de las desigualdades 

económicas y sociales. 

SEGUNDA. En el Estado Social la constitución ya no solo se 

erige como un límite al accionar del Estado, sino que constituye 

como un fin en sí mismo, dado que detrás de la cláusula social 

confluyen valores superiores, tales como la dignidad del hombre, 

la justicia y la equidad, dotando de identidad no solo al entramado 
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constitucional, sino también al sistema político que subyace en él.  

El Estado Social se plasma como una evolución del Estado 

liberal de Derecho, donde permanecen los principios jurídicos 

estructurantes, como la separación de poderes, la seguridad 

jurídica, la legalidad y el respeto a los derechos civiles y políticos, 

adicionando el deber de asegurar ciertos niveles mínimos de acceso 

a la educación, la salud, la vivienda y la seguridad social. 

TERCERA. No obstante la discusión sobre la eficacia jurídica 

de los valores, los principios y las reglas, estos constituyen un 

canon de actuación para todos los poderes del Estado, quien, en su 

rol prestacional, deberá garantizar las necesidades que el individuo 

no puede atender directamente, y frente a las cuales el Estado tiene 

el deber de asegurar un nivel de condiciones mínimas o 

necesidades vitales sobre las que existe un legítimo consenso 

político.  

Del Capítulo II 

PRIMERA. Los derechos fundamentales en el Estado Social 

se constituyen en un fin del Estado, sobre los cuales debe tener un 

rol activo para su realización. De esta manera, tanto en el 

reconocimiento de un derecho como en la fijación y el alcance de su 

contenido requerirá previamente la actuación de una estructura 

política. Así, ya sea en la positivización de los derechos o en la 

forma en que se garantizan, siempre hay detrás una cuota de 

derecho positivo y de Estado activo; y detrás de cada derecho 

negativo o positivo existe un costo asociado para ese derecho. 
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A partir de la discusión sobre la eficacia de los derechos 

sociales ha sido posible comprender que el Estado Social se 

constituye como precondición de los derechos, sean estos civiles y 

políticos o derechos de naturaleza prestacional; es decir, el Estado 

se erige como una figura necesaria para la efectividad de todos los 

derechos.  

SEGUNDA. En un orden lógico, el crecimiento y el desarrollo 

económico posibilitará, por un lado, la autonomía y el libre 

desarrollo de los individuos; y por otro, propiciará el 

fortalecimiento de la capacidad redistributiva del Estado. Por 

consiguiente, a los ciudadanos se les garantizará la posibilidad de 

participar con adecuada independencia de los procesos 

democráticos. Se trata, entonces, de un entramado en el que el 

resguardo de la libertad es un medio y un fin a la vez.  

La necesidades serán tales por constituirse como condiciones 

necesarias para el ejercicio material del libre desarrollo de la 

personalidad y el ejercicio efectivo de su condición de ciudadano; 

ciudadanía que deviene de la dignidad del ser humano y está 

configurada por la posibilidad real de los individuos de ejercer 

tanto los derechos civiles y políticos como los de carácter social. 

TERCERA. El Estado Social y los derechos sociales, como 

vehículo para alcanzar la igualdad material, requieren de un 

antecedente legitimador de un pacto social que no solo se reduzca 

a la tradicional regla democrática de mayorías participantes, sino 

que considere la relevancia del contenido de las decisiones. A partir 
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de esto surge la noción de democracia constitucional y la relación 

entre democracia y derechos, estos últimos, como elemento 

configurador del rol del Estado. De este modo, la solidaridad se 

configura jurídicamente como el resultado de un acuerdo de 

voluntades entre los sujetos que reconocen la presencia de lazos 

que limitan el ámbito de sus posibilidades particulares de acción, 

con el propósito de beneficiar proyectos colectivos comunes.  

CUARTA. Los derechos prestacionales, principalmente los 

de carácter positivo, encierran el deber público de entregar a 

determinados individuos o colectivos ciertas prestaciones, y, 

simultáneamente, para tales prestaciones, el Estado debe 

incrementar su actividad recaudadora, a fin de solventar dichos 

costes.  

En sentido amplio, la provisión de los derechos 

prestacionales por los poderes públicos requiere la disponibilidad 

de medios materiales, personales y financieros que los hagan 

posibles. El coste económico de los derechos sociales, que también 

se extiende a los derechos civiles y políticos, se erige, entonces, 

como una limitación o condicionante de las capacidades del Estado 

para desplegar con mayor o menor intensidad ciertas prestaciones 

reconocidas normativamente.  

QUINTA. Detrás de la idea de reserva de lo posible existe un 

“mandato de optimización de la eficacia de los derechos sociales”, 

la cual impone a un gobierno su obligación de promover e impulsar 

condiciones idóneas para asegurar las prestaciones sociales reales 
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y efectivas, así como preservar las existentes, de tal manera, a partir 

del cual solo serán calificados como derechos en la medida que la 

prestación asociada sea posible de satisfacer en el contexto de la 

realidad del ente obligado a ello.  

 

Del Capítulo III 

 

 PRIMERA. En la Constitución española de 1978 existe un 

reconocimiento expreso de que, a partir de un orden económico y 

social justo, se garantiza “la convivencia democrática dentro de la 

Constitución y de las leyes”, precisando el compromiso de 

promover el progreso de la cultura y la economía para asegurar a 

todos una digna calidad de vida y el establecimiento de una 

sociedad democrática avanzada. 

 La idea de progreso debe ser entendida como una 

proyección de libertad y como un ideal de mejora o 

perfeccionamiento inherente a la condición humana, frente a la cual 

la cláusula de Estado Social y democrático de Derecho asume como 

valores superiores la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo 

jurídico, existiendo desde su origen la intención de que estos 

tengan fuerza vinculante y una protección reforzada.  

 SEGUNDA. Los derechos sociales deben entenderse como 

manifestación de los valores superiores de la libertad, la justicia y 

la igualdad, consagrados en el artículo 1.1 de la Constitución, y por 

lo tanto vinculantes directamente a todos los poderes públicos. 
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 Los derechos sociales reconocen un núcleo mínimo 

inviolable, resistente tanto a las intervenciones legislativas como a 

las administrativas. Sin perjuicio de la inconveniencia que importa 

el retroceso respecto a los derechos sociales, será posible adoptar 

medidas regresivas, respetando los requisitos constitucionales y 

legales, siempre que la medida no invada ese mínimo irreductible, 

y en tal caso se entenderá que esta es antijurídica. Sin embargo, no 

se trata tan solo de que el contenido esencial de los derechos no 

contravenga, sino de la obligación de reglarlos de la manera más 

favorable para su observancia y como mínimo de forma que no se 

desconozca el citado contenido esencial.  

TERCERA. En la doctrina española existe consenso en 

otorgar al art. 10.2 de la Constitución una función expansiva y 

reintegradora de nuevos derechos fundamentales, “al ritmo del 

cambio histórico y del avance de la conciencia colectiva hacia más 

altas cotas de libertad, igualdad y solidaridad”.  

A pesar de que no es posible identificar a la “irreversibilidad” 

como principio expreso en el ordenamiento constitucional español, 

tanto en el sistema de derechos de Naciones Unidas como en el 

marco de la Carta Europea de Derechos fundamentales no se 

plantean mayores dudas en cuanto al mandato de progresividad e 

irregresividad sobre el nivel de disfrute de los derechos sociales, a 

partir de cual, debe entenderse incorporado en el ordenamiento 

jurídico interno por vía de recepción del artículo 10.2 de la CE. 

No obstante, desde una análisis normativo multinivel se 
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reconoce un amplio margen de apreciación del legislador nacional 

y de discrecionalidad administrativa, que, a su vez, se encuentran 

limitados por el marco constitucional y legal, respectivamente, así 

como orientados por la noción de interés general, de ahí que TEDH 

como la propia CDFUE hayan relevado la obligación de motivar 

suficientemente, las medidas que adopten los poderes públicos. 

CUARTA. Si bien la proyección de la noción de Estado Social 

ha ido configurando una suerte de eficacia jurídica sobre la idea de 

progresividad de los derechos sociales, como bien jurídico a proteger y 

que informa la actuación de los poderes públicos, lo cierto es que, 

en nuestro análisis, salvo en el caso portugués, el resto de 

jurisdicciones constitucionales, frente a actuaciones del Estado 

consideradas medidas regresivas, no han utilizado en sus decisiones 

el criterio de la no regresividad, argumentando, en cambio, en torno 

a la infracción al principio de interdicción de la arbitrariedad, de la 

seguridad jurídica o del derecho de propiedad. Estas líneas 

argumentales han sido recogidas igualmente por el TEDH. 

 

Del Capítulo IV 

 

PRIMERA. Desde su preámbulo, el TRATADO DE ROMA de 

1957 se aboga por una acción común que permita asegurar el 

progreso económico y social de los países firmantes, eliminando las 

barreras que dividen a Europa y fijando la constante mejora de las 

condiciones de vida y de trabajo de sus pueblos como fin esencial 
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de sus esfuerzos. Al mismo tiempo, establece el desafío de progreso 

constante por medio de la promoción del desarrollo del nivel de 

conocimiento más elevado posible para sus pueblos, mediante un 

amplio acceso a la educación y su continua actualización. El TCEE 

no vacila al establecer expresamente que el objetivo es conseguir la 

equiparación por la vía del progreso. Esta evolución será a partir del 

funcionamiento del mercado común, como por la armonización de 

los sistemas sociales. 

A partir de MAASTRICHT se incorporó con fuerza 

vinculante el principio de subsidiariedad en materia social, 

entregando con ello el deber primario de la agenda social a los 

Estados miembros, al tiempo que se amplían los ámbitos del 

progreso social, asumiendo el deber de promoción del progreso 

social y económico de sus pueblos, progreso adjetivado ahora como 

equilibrado y sostenible.  

SEGUNDA. El TEDH, acogiendo explícitamente la noción de 

indivisibilidad de los derechos humanos, reconoce la 

imposibilidad de  establecer una distinción tajante entre derechos 

civiles y políticos, por un lado, y derechos sociales, por otro, 

asumiendo una interconexión e influencia recíproca de unos sobre 

otros. Asimismo, para el TEDH, los derechos económicos y sociales 

dependen, en gran manera, de la situación económica existente en 

el Estado de que se trate, para lo cual deben considerarse las 

condiciones de cada momento. 

En virtud del principio de subsidiariedad incorporado con el 
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TRATADO DE ÁMSTERDAM, el TEDH ha estimado 

reiteradamente que a las autoridades estatales les corresponde 

determinar, de acuerdo con su margen de apreciación, su propia 

política económica, y, dentro de ellas, la política de prestaciones 

sociales, entendiendo que estas pueden verse alteradas por el 

propio Estado, en consideración a las circunstancias sociales y 

económicas del momento, siempre que dichos ajustes tengan 

carácter temporal, que el sistema de pensiones se mantenga y 

teniendo en cuenta las circunstancias futuras que deberá enfrentar.  

TERCERA. En línea con lo anterior, la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea (Art. 42) incorpora una 

garantía en torno el más elevado nivel de protección de los 

derechos, en armonía con las tradiciones constitucionales comunes, 

con el Derecho de la Unión y con el Derecho Internacional, que, 

siguiendo la idea de progreso que inspiran estas cláusulas, solo hay 

espacio para estar mejor, reconociendo, con ello el principio de no 

regresividad (non regression), no obstante lo  ya señalado respecto a 

las líneas argumentales del TEDH en torno a las medidas regresivas 

que adoptan los Estados.    

 

Del Capítulo V 

 

PRIMERA. La CE vigente proclama la voluntad de establecer 

una sociedad democrática avanzada, en la que el Estado intervenga 

activamente en favor de la transformación de la sociedad, optando 
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por un progreso fundado en la libertad del individuo como expresión de 

la mejora o del perfeccionamiento permanente y como condición 

inherente al ser humano, con el propósito de alcanzar el progreso 

económico y cultural que aseguran una digna calidad de vida. 

Asimismo, el constituyente español reconoce expresamente 

la vocación de apertura internacional de la carta de 1978 (Art. 10.2 

CE), señalando que “las normas relativas a los derechos 

fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se 

interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (DUDH) y los tratados y acuerdos 

internacionales sobre las mismas materias ratificados por España”, 

remitiéndose a fuentes internacionales en reiteradas disposiciones. 

SEGUNDA. En el sistema constitucional español, como 

también en Alemania e Italia,  la idea de irreversibilidad se 

materializa en una proyección de la idea de progreso que inspira el 

constitucionalismo social y que a su vez se establece como un 

sistema de valores, principios y derechos interconectados entre sí, 

puesto que, por un lado, el progreso se instala como una meta 

constitucional permanente, y, por otro, la irreversibilidad se erige 

como un metalímite constitucional, por lo que en ningún caso puede 

limitarse al mero rol prestacional de los poderes públicos. 

 

Del Capítulo VI 

 

PRIMERA. La Constitución española reconoció, ab initio, una 
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vinculación entre ingresos y egreso públicos, incorporando 

criterios de eficiencia y economía en el gasto público. Los poderes 

públicos están regidos por el principio de eficiencia del Artículo 

31.2 de la CE y de las administraciones públicas, en particular, por 

el principio de eficacia del Artículo 103.1, conciliando, la cláusula 

del Estado Social y el Estado de derecho a partir de la integración 

de criterios de desempeño entre los principios constitucionales, con 

la incorporación de parámetros de oportunidad dentro del canon 

de la legalidad al que están sometidos todos los poderes públicos 

en un Estado de Derecho. 

El sistema español consagra un debido proceso substantivo 

en cuanto a la gestión de los recursos públicos, de acuerdo con una 

distribución equitativa de estos, que se construye en consideración 

del modelo de Estado, así como los derechos económicos y sociales 

que propugna la Constitución. Por tanto, esa distribución 

equitativa del gasto solo se verificaría cuando este sea justo, criterio 

que se cumpliría cuando el destino de dichos gastos sea hacer 

efectivos los derechos reconocidos en la propia Constitución. En 

este sentido, el principio de eficiencia supone un criterio de gestión 

que exige el empleo correcto de los recursos para cumplir con las 

necesidades públicas, mientras que el criterio de economía reclama 

que la realización del gasto público produzca la combinación 

óptima de unos medios escasos, con el objetivo de obtener la más 

amplia satisfacción 

SEGUNDA. Sin perjuicio del mandato que impone el 
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Artículo 135 CE a los poderes públicos sobre la estabilidad 

presupuestaria y el déficit estructural, en la Carta de 1978 existió 

siempre una consagración expresa del principio de justicia material 

en el gasto público (art. 31 CE), que actúa como instrumento de 

tutela y garantía jurídica de los ciudadanos, ya respecto de las 

políticas o los derechos prestacionales y acerca de los niveles 

mínimos de prestaciones de bienes y servicios. 

También los criterios de disciplina económica y estabilidad 

presupuestaria han estado presentes desde los primeros pasos de 

la Unión, entendiendo que ellas son una cuestión de interés común, 

puesto que la sostenibilidad de las finanzas públicas sería vital para 

resguardar la estabilidad de la zona, por lo que la vocación 

constitucional hacia la integración europea no puede desconocer 

que la misma implicaba el cumplimiento de reglas fiscales básicas. 

TERCERA. Ante las críticas sobre la constitucionalización del 

principio de estabilidad presupuestaria en desmedro del Estado 

Social que consagra la carta española, siempre será necesario 

ponderar el principio de estabilidad presupuestaria con los demás 

valores, principios y derechos constitucionales, orientados hacia la 

máxima realización del Estado Social y democrático de Derecho, 

con la menor desviación de la estabilidad presupuestaria, 

estableciendo la propia ley de Economía Sostenible, un mandato de 

eficiencia y optimización de los recursos. 

CUARTA. La idea de ponderación ya encontraba 

reconocimiento incluso en el PIDESC, a partir de la noción de 
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debido proceso substantivo, que supera la sola formalidad en la 

toma de decisiones de los poderes públicos, donde la legitimidad 

estará dada (igualmente lo formal) por la motivación que encausan 

las medidas en cualquiera de sus formas de expresión, la necesidad 

y la idoneidad de los medios para alcanzar los fines propuestos, así 

como la proporcionalidad en el sacrificio de los valores, los 

principios y los derechos.  

En lo referente a las exigencias del debido proceso 

substantivo, de las medidas legislativas y reglamentarias, implican 

una proyección de los principios de seguridad jurídica e 

interdicción de la arbitrariedad. En este sentido, la motivación 

razonada de los actos se constituye una instancia legitimadora de 

las medidas tanto para una evaluación adecuada, ex ante, como 

para asegurar la transparencia de la actividad política frente al 

mandato democrático. 

QUINTA. Ya el TRATADO DE AMSTERDAM vinculaba el 

progreso económico y social con la meta de un desarrollo 

equilibrado y sostenible, objetivo que ha sido sistemáticamente 

señalado como objetivo de la Unión.  

La reforma del artículo 135 CE, junto con introducir la 

estabilidad presupuestaria, incorporó a nivel constitucional a la 

sostenibilidad económica o social del Estado, y partir de ella 

reconocer un principio de programación pública que pondere 

adecuadamente los intereses generales con resultados que deben 

tender hacia el equilibrio permanente y la disponibilidad futura. Ese 
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mandato de responsabilidad frente a las generaciones futuras 

encuentra su fundamento en la noción de solidaridad 

intergeneracional, que establece el deber de los Estados en el 

presente para asegurar el disfrute de condiciones de vida 

adecuadas que le permita llevar una vida digna y gozar de 

bienestar a las generaciones futuras (Declaración de Estocolmo, 

1972).  

Esta vinculación entre Sostenibilidad y solidaridad 

intergeneracional se reafirma a partir del Plan de Acción 

Internacional sobre el envejecimiento de Viena (1982) y veinte años 

más tarde en la Asamblea Mundial sobre el envejecimiento de 

Madrid (2002), reconociendo en ella la importancia decisiva de la 

solidaridad y reciprocidad entre las generaciones para el desarrollo 

social. En la misma línea el Pacto de Toledo, incluso antes de la 

consagración constitucional de la regla de estabilidad 

presupuestaria (Ley 27/2011) reconoció la necesidad de alcanzar 

nuevas fórmulas de equilibrio para responder a la necesidades 

presentes y futuras de la seguridad social, buscando la 

sostenibilidad del sistema.  

SEXTA. Las medidas para garantizar la estabilidad 

presupuestaria y de fomento de la competitividad llevan aparejado 

el mandato de no menoscabar la prestación de los servicios 

públicos esenciales, haciendo necesario mejorar la eficiencia de las 

administraciones públicas en el uso de los recursos públicos (Ley 

2/2012), por lo que el Art. 135 CE, más que un sacrificio de los 
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derechos sociales en aras de la eficiencia y la economía que 

garanticen la estabilidad presupuestaria, ha de considerarse un 

mandato constitucional para asegurar la disponibilidad de 

recursos públicos que garanticen, intransablemente, un nivel 

mínimo de disfrute de derechos que permitan una efectiva 

participación de la vida en sociedad.  

 

Del Capitulo VII 

 

PRIMERA. Existe un mandato preciso en torno a que la 

actividad del Estado debe orientarse hacia el interés general (art. 

103 CE), no tan solo para la utilización de los recursos públicos sino 

que respecto como criterio amplio en la toma de decisiones. De ésta 

manera los poderes públicos no solo tienen un mandato de gestión 

eficiente sino que además debe de orientarse hacia el interés 

general, integrando entonces la noción de un debido proceso 

substantivo. 

En el seno del Consejo de Europa ha existido un 

reconocimiento respecto al continuo avance de las necesidades de 

la ciudadanía y las limitaciones económicas de los Estados. En esa 

línea,  la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea 

(Art. 41 CDFUE) reafirma el mandato de optimización al consagrar 

el derecho a una buena administración (better regulation o smart 

regulation), estableciendo el deber de los poderes públicos para que 

sus intervenciones cumplan con los objetivos constitucionales, 
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garantizando que se cumplan los propósitos previstos al mínimo 

coste, también reduciendo al mínimo el impacto negativo de la 

intervención pública. Como contrapartida, se trata de un derecho 

ciudadano de que la actuación del Estado deba centrarse en el 

interés general.  

SEGUNDA. El TEDH reconoce un amplio margen de 

apreciación a cada Estado, respetando la decisión del legislador 

sobre el alcance del “interés general”, salvo en aquellos casos cuya 

decisión carezca, manifiestamente, de fundamento razonable.  

Las obligaciones de motivación de las medidas adoptadas de 

que establecen tanto en la CE, el PIDESC como la jurisprudencia 

del TEDH no hacen sino confirmar que parte de la eficiencia y el 

buen gobierno está dada por las decisiones que otorguen máxima 

eficacia o efecto útil a los enunciados normativos constitucionales, 

lo que exige al intérprete dirigirse hacia las alternativas que 

“optimicen o maximicen la eficacia de las normas constitucionales, 

sin distorsionar su contenido” y sin dejar de integrar en el análisis 

todos los componentes del texto constitucional. 

En el mismo sentido, el TEDH entendió que “el principio de 

progresividad es inherente en todos los instrumentos que se 

refieren a derechos humanos a medida que se elaboran y amplían, 

con frecuencia, incluyen disposiciones que expresan o, tácitamente, 

prevén la expansión de los derechos en ellos contenidos, lo que 

hace que la obligación del Estado, de observar y defender los 

derechos humanos, implique una puesta en vigor de esos derechos 
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y un deber del Estado de implementarlos, sea cual sea el nivel de 

desarrollo de un Estado. Este principio de progresividad ha de 

integrarse con el principio de primacía de la interpretación más 

favorable a la persona humana (pro homine); a partir de este último 

principio, el intérprete ha de preferir la fórmula que “más optimice 

un derecho fundamental”, instalándose el principio de 

irreversibilidad como una consecuencia directa del criterio de 

disposición o interpretación más favorable. 

De esta manera el TEDH, al igual que lo hace el CDESC, 

reconoce el carácter técnico, político, social y económico detrás de 

las decisiones de los poderes públicos, exigiendo de ellos procesos 

de razonamiento más complejos, integrados y transparentes que 

permitan identificar la finalidad, pertinencia y necesidad de la 

medida adoptada.  

TERCERA. La idea integradora de Estado Social y 

democrático de Derecho implica que el nivel de protección sobre 

los derechos sociales enunciados en la Constitución podrá sufrir 

alteración, siempre que, por un lado, resguarde la observancia de 

los valores y principios constitucionales y, por otro, el respeto 

ciertos niveles mínimos indisponibles. 

Respecto a estos niveles mínimos de los derechos sociales, el 

mismo estaría dado por aquellas condiciones mínima para una 

subsistencia digna, que asegura una efectiva participación de la 

vida en una sociedad democrática.  

Tal como señalaba BURDEAU, la constitución no es sino el 
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punto de intersección entre la política y el Derecho, integrando al 

decir de FERRAJOLI la concepción puramente procesal - propia del 

Estado Liberal- y una concepción substancial de la democracia, en 

donde se produce la conjunción de la técnica orientada hacia las 

expectativas construidas democráticamente. Se trata de un árbol 

vivo, que requiere de sus interpretes “voluntad de Constitución”, 

que permita que la carta fundamental conserve su realización 

práctica e incentive la formación del sentimiento constitucional, 

vinculando a ciudadanos y Constitución, esta yo no como un 

medio, sino como fin en sí mismo para la voluntad democrática.  
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ALARCÓN, Manuel Ramón, «La necesidad de un capítulo social 

en la futura Constitución Europea». Lavoro e Diritto, 4, 
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